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cotejó
SECRETARIA: PATRICIA DEL ARENAL URUETA

México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al-----------------------, emite la siguiente:
S E N T E N C I A
Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión **********, promovido por ********** o **********, en contra de la resolución de diecinueve de septiembre de dos mil catorce, dictada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito en el juicio de amparo directo **********.

La problemática jurídica a resolver por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consiste en determinar si el tribunal colegiado que emitió la sentencia de amparo realizó una interpretación directa del derecho humano a la “puesta en disposición sin demora”, protegido por el artículo 16 constitucional; en su caso y, de tenerse por cumplidos los requisitos de procedencia, deberá determinarse si tal interpretación fue correcta.
I. ANTECEDENTES DEL CASO 
1. De acuerdo con el parte informativo y el testimonio rendido por dos policías aprehensores —en los que se apoyó la narrativa fáctica de la sentencia de apelación— se tiene que el seis de enero de dos mil trece, aproximadamente a las diez horas, mientras el inspector ********** y el oficial ********** (adscritos a la Unidad Operativa de Seguridad Preventiva Estación Tehuacán, de la Policía Federal) realizaban un operativo de vigilancia sobre la carretera **********, observaron que un vehículo marca **********, tipo suburban, color negro, circulaba sin placas. 
2. Debido a ello, detuvieron a los tripulantes con “señales audibles y visibles”
; sin embargo éstos hicieron caso omiso y trataron de darse a la fuga. A continuación, los policías iniciaron la persecución e informaron al centro de comunicaciones de la estación policiaca para solicitar su apoyo. Finalmente, al entrar a un entronque carretero, el vehículo se detuvo. Por medio de altavoz, los policías solicitaron al conductor que se bajara del mismo. El copiloto, **********, descendió. Los policías le indicaron que permaneciera a un lado del vehículo, con las manos en la cabeza y en silencio. También solicitaron al conductor, ********** (de **********) que descendiera; y “para mayor seguridad” lo registraron. 
3. A continuación, el resto de los pasajeros bajó; entre ellos se encontraba **********, hoy quejoso (de **********). Todos fueron “cacheados corporalmente”, sin que se les encontrara objeto alguno del delito. Los policías revisaron el interior de la camioneta, donde encontraron dos armas de fuego (tipo escopetas), diversos cartuchos útiles, así como dos bolsas de plástico que en su interior contenían hierba verde con las características de la marihuana.
4. Entonces, los policías preguntaron a los tripulantes si contaban con el permiso correspondiente de la Secretaría de la Defensa Nacional para portar las armas de fuego que fueron encontradas, a lo que respondieron negativamente. Los agentes revisaron el vehículo y encontraron diversas pertenencias, mismas que fueron detalladas en el parte informativo. En algún momento, dichos policías solicitaron apoyo vía radio, por lo que otro agente federal llegó a la ubicación
. Dicho oficial hizo “del conocimiento al conductor y a acompañante de la situación (sic) y el procedimiento a seguir” ante lo que los tripulantes manifestaron “que iban a cazar únicamente”, y al interrogar a cada uno de ellos “se les notaba un marcado nerviosismo (sic) cayeron en contradicciones”. 
5. A continuación, las personas que viajaban en la camioneta –entre ellas el quejoso, ********** o **********— fueron aprehendidas. Después, aproximadamente a las trece horas,  fueron llevadas a las instalaciones de la Cruz Roja para una certificación médica. De acuerdo con el parte informativo, ahí se les proporcionó agua, alimentos y medios de comunicación cuando lo requirieron. Por último, los tripulantes fueron puestos a disposición del Ministerio Público a las diecinueve horas del mismo día
.

6. El agente del Ministerio Público Federal dio inicio a la averiguación previa y la consignó “con detenidos”. Del ejercicio de la acción penal correspondió conocer al Juez Sexto de Distrito en el Estado de Puebla, quien registró la causa penal con el número **********.
7. Sustanciado el proceso, el juzgador pronunció sentencia condenatoria el treinta de enero de dos mil catorce. Concluyó que los acusados eran plenamente responsables por la comisión de los delitos de portación de arma de fuego sin licencia
; portación de arma de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea
; y por delito contra la salud en la modalidad de posesión simple del estupefaciente denominado marihuana.
 Se impuso la pena de seis años, diez meses de prisión, y multa por ciento cincuenta y un días, equivalente a la cantidad de nueve mil doscientos sesenta y ocho pesos con treinta y ocho centavos.

8. La determinación fue apelada por los defensores de los sentenciados, así como por el Ministerio Público. El Segundo Tribunal Unitario del Sexto Circuito, mediante fallo dictado el treinta de abril de dos mil catorce, actuando en el toca **********, modificó la sentencia recurrida, en cuanto consideró que debían aplicarse las reglas aplicables al concurso ideal y no las del concurso real, con base en la jurisprudencia de la Primera Sala de rubro “CONCURSO IDEAL DE DELITOS. SE ACTUALIZA CUANDO SE COMETEN SIMULTÁNEAMENTE LOS ILÍCITOS DE PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO SIN LICENCIA Y PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO DE USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, ARMADA O FUERZA AÉREA.”
 Respecto al quejoso se modificó la pena de modo tal que se le impusieron seis años, diez meses de prisión y ciento un días multa, equivalentes a seis mil ciento noventa y nueve pesos, con treinta y ocho centavos. 
II. TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO
9. Inconforme con esa decisión, ********** o ********** promovió juicio de amparo directo por escrito presentado ante el Segundo Tribunal Unitario del Sexto Circuito, el veintisiete de mayo de dos mil catorce
.
10. El quejoso estimó conculcados los artículos 16 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; narró los antecedentes del caso, y planteó los conceptos de violación que consideró pertinentes.
11. Por auto de diez de junio del mismo año, el Presidente del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, ordenó registrar el expediente con el número ********** y admitió a trámite la demanda
. En sesión de diecinueve de septiembre de dos mil catorce, el órgano jurisdiccional emitió la resolución relativa en la que negó la protección de la Justicia Federal
.
III. INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN
12. El peticionario del amparo promovió revisión por escrito presentado el trece de octubre del dos mil catorce. El cuerpo colegiado del conocimiento ordenó remitir a este Alto Tribunal el ocurso de expresión de agravios, así como el expediente del juicio de amparo
.

13. Por auto del día veintisiete del mismo mes y año, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar el toca y registrarlo con el número 5033/2014; admitió el recurso; designó como ponente al señor Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena; y envió los autos a la Primera Sala para su radicación en atención de que versa sobre materia penal
.
14. El Presidente de la Primera Sala, mediante acuerdo de veinticuatro de noviembre de dos mil catorce, dispuso el avocamiento del asunto y el envío del expediente a su ponencia para la elaboración del proyecto de sentencia
.
IV.  COMPETENCIA
15. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer y resolver del presente medio de impugnación, en términos de los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, 96, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece; y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como de los puntos Primero y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, por haberse recurrido una sentencia dictada en un juicio de amparo directo en materia penal.
V. OPORTUNIDAD 
16. El medio de defensa se promovió oportunamente, toda vez que la sentencia impugnada se notificó por lista al quejoso el lunes veintinueve de septiembre de dos mil catorce
; comunicación que surtió efectos el martes treinta siguiente
; por lo que el término de diez días que establece el artículo 86 de la Ley de Amparo para su interposición, transcurrió del miércoles uno al jueves dieciséis de octubre de la misma anualidad
. Por tanto, si el recurso se presentó el trece de octubre de dos mil catorce
, es evidente que se realizó en tiempo.
VI. LEGITIMACIÓN
17. ********** o ********** está legitimado para interponer el medio de impugnación de que se trata, por ser el quejoso en el juicio de amparo directo de origen, en términos del artículo 5º, fracción I, de la Ley Reglamentaria de los numerales 103 y 107 constitucionales, por lo que la decisión adoptada en la sentencia de amparo sí puede afectarle o perjudicarle de forma directa.
VII. CUESTIONES NECESARIAS PARA RESOLVER EL ASUNTO 
18. Antes de determinar si el recurso es procedente y, en su caso, estar en posibilidad de identificar la materia de la revisión, a continuación se sintetizan los conceptos de violación, la sentencia del juicio constitucional y los agravios.

19. Conceptos de violación. Por lo que atañe a la materia de constitucionalidad, el quejoso planteó en síntesis lo siguiente
:
a) Señaló que él y sus coinculpados fueron detenidos supuestamente en flagrancia, el seis de enero de dos mil trece, por elementos de la Policía Federal de Caminos, a las diez horas, y fueron puestos a disposición de Ministerio Público en la ciudad de Tehuacán Puebla hasta las diecinueve horas de ese mismo día. Alegó que esto fue una franca violación a la garantía constitucional de ser puesto inmediatamente a disposición de la autoridad ministerial, tal como lo dispone el artículo 16 constitucional. De este modo, el quejoso argumentó que su retención se prolongó de manera injustificada por más de nueve horas; ello, a pesar de que, para trasladarse desde el sitio de la detención hasta la Ciudad de Tehuacán, Puebla, donde reside la autoridad investigadora, sólo se requiere de aproximadamente treinta minutos.

b) Manifestó que, por ende, su detención debe declararse ilegal e inconstitucional, así como todas las pruebas que derivaron de ella, por haber sobrepasado el tiempo racionalmente necesario para ello. A su juicio, esto generó una presunción de incomunicación y afectación psíquica. A continuación, invocó la tesis aislada de tribunales colegiados de circuito de rubro: “DETENCIÓN PROLONGADA. EL HECHO DE QUE LOS AGENTES CAPTORES RETENGAN AL INDICIADO POR MÁS TIEMPO DEL QUE RESULTA RACIONALMENTE NECESARIO, EN ATENCIÓN A LAS CIRCUNSTANCIAS PROPIAS DE LA DISTANCIA Y LA DISPONIBILIDAD DEL TRASLADO GENERA PRESUNCIÓN FUNDADA DE INCOMUNICACIÓN Y AFECTACIÓN PSÍQUICA DEL INCULPADO Y, POR ENDE, SU CONFESIÓN MINISTERIAL CARECE DE VALIDEZ”
.
c) Bajo esta misma lógica, el quejoso consideró que las declaraciones de los policías deben ser excluidas del acervo probatorio, por haber sido obtenidas a partir de la retención prolongada. Además —argumentó el quejoso— los elementos captores no justificaron por qué lo consideraron como portador de armas y poseedor de marihuana, por lo que su testimonio debió considerarse una prueba ilícita. En apoyo, citó el criterio siguiente: “PRUEBA ILÍCITA. LAS PRUEBAS OBTENIDAS, DIRECTA O INDIRECTAMENTE, VIOLANDO DERECHOS FUNDAMENTALES, NO SURTEN EFECTO ALGUNO”
.
d) Como consecuencia de que la detención se encuentra viciada, la sentencia es ilegal e inconstitucional, ya que las violaciones no pueden ser convalidadas. Al respecto, el quejoso señala que el Segundo Tribunal Unitario, al resolver la apelación y concluir que su detención no se encontraba viciada, transgrede directamente sus garantías. Si dicho Tribunal basó su sentencia en una actividad probatoria sin valor legal alguno (como lo hizo al retomar el dicho de los elementos captores) la misma resulta una prueba ilícita. 
e) El quejoso invocó como hecho notorio que el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal, al resolver el recurso de revisión **********, estableció el criterio de que existe detención prolongada cuando los policías no ponen a los detenidos a disposición del representante social en un breve término, y en el caso que dio origen a ese precedente trascurrieron sólo seis horas, mientras que en el presente asunto tardaron más de nueve horas en ponerlo a disposición del Ministerio Público, violando con ello el artículo 16 constitucional en su perjuicio.  
20. Sentencia de amparo. El órgano jurisdiccional del conocimiento, en cuanto al tema de constitucionalidad, sostuvo lo siguiente:

a) Consideró necesario estudiar en primer lugar el planteamiento sobre la violación al artículo 16 constitucional pues señaló que, de resultar fundado el agravio, ello haría innecesario el estudio de los restantes conceptos de violación. 

b) A continuación advirtió que los argumentos del inconforme eran infundados, porque si bien los policías aprehensores demoraron aproximadamente nueve horas en ponerlo a disposición del Ministerio Público, debía tomarse en cuenta el tiempo que transcurrió en la revisión de los detenidos, así como del vehículo relativo y lo que tardó en llegar el auxilio policial. 

c) El tribunal colegiado estimó que, en ese lapso, los policías aprehensores practicaron las diligencias de averiguación previa señaladas en el artículo 123 del Código Federal de Procedimientos Penales, consistentes detener a los inculpados por haber sido sorprendidos en delito flagrante, la preservación de las huellas o vestigios del hecho delictuoso, así como de los instrumentos, objetos o productos del delito. Además, trasladaron a los asegurados desde el sitio de los acontecimientos ubicado en el kilómetro ********** de la carretera **********, tramo **********, hasta la ciudad de **********, en donde elaboraron el parte informativo, el inventario de los objetos localizados en el vehículo en el que viajaban los indiciados; llevaron a cabo el registro de la cadena de custodia respecto del hallazgo y recolección de las armas y la droga, así como de las impresiones fotográficas de los indicios.
d) De igual forma, del parte informativo se advierte que a las trece horas trasladaron a los detenidos a las instalaciones de la Cruz Roja Mexicana, a fin de que se les practicara el examen médico; lugar en donde —estimó— normalmente se proporciona atención de acuerdo con el número de pacientes que se encuentran en espera y en atención a la urgencia del caso.
e) Como lo consideró el Magistrado del Tribunal Unitario Responsable, el lapso de detención se justificó únicamente en la medida en que los policías aprehensores estuvieran en posibilidad de practicar esas diligencias de averiguación previa. 

f) Por consiguiente, no es válido presumir que el quejoso estuvo incomunicado y afectado psíquicamente por el estado de incertidumbre en cuanto a su seguridad jurídica y personal. Ese plazo se encuentra justificado con motivo de las diligencias practicadas, durante las cuales se respetaron los derechos humanos del inculpado. Así lo demuestra el hecho de que el quejoso, en sus diversas declaraciones, libremente negó los hechos que se le imputan; es decir, declaró con plena libertad. En consecuencia, no se violaron las tesis invocadas por el quejoso.

g) Además, a juicio del tribunal colegiado, no quedó acreditado que el tiempo para llegar del lugar de la detención a la ciudad de Tehuacán, fuera de treinta minutos.
h) Sentado lo anterior, el tribunal colegiado estimó que el amparo en revisión **********, que citó el disconforme como precedente, y en el que se determinó que existió detención prolongada cuando habían trascurrido sólo seis horas, no le resultaba obligatorio en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, por no haber sido emitido por el Pleno o las Salas de la Suprema Corte.
i) Por otro lado —señaló el órgano colegiado— el número de horas no es el parámetro para considerar que una detención se extendió por tiempo injustificado. Deben concatenarse las circunstancias del caso, como lo son la distancia que hay entre el lugar de la captura y el sitio en donde se encuentra la comandancia de la policía o la oficina del Ministerio Público, el número de detenidos, los objetos asegurados, el tipo de delito, y cualquier otra circunstancia especial.
j) El órgano jurisdiccional concluyó que, al no estar ante una detención prolongada, también resultaba infundado lo argumentado en el sentido de que el parte informativo y las demás pruebas recabadas durante el alegado retraso, deban ser consideradas nulas. Así, estimó inaplicable la jurisprudencia sobre la prueba ilícita emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a la que el quejoso hizo referencia. 
21. Recurso de revisión. En esencia, el quejoso expresó los siguientes agravios: 
a) El tribunal colegiado omitió analizar, como hecho notorio, que la autoridad responsable confirmó una resolución sustentada en una prueba única e ilegal, misma que consiste en la declaración de los elementos aprehensores, la cual se obtuvo con violación al artículo 16 constitucional. Lo anterior es así —argumentó el quejoso—porque trascurrieron más de nueve horas desde a detención hasta la puesta a disposición ante el Ministerio Público. Con ello se infringió el numeral 20, fracción IX, de la Ley Suprema, que establece que cualquier prueba obtenida con violación a los derechos fundamentales es nula.
b) En la demanda de amparo se solicitó la interpretación directa del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone que cualquier prueba obtenida con violación de derechos fundamentales es nula. Asimismo, consideró que se deben tomar en cuenta los principios de exacta aplicación de la ley y de legalidad, que obligan a toda autoridad jurisdiccional a considerar invalida cualquier probanza obtenida de esa forma, como en el caso lo es el oficio de puesta a disposición y las declaraciones de los policías aprehensores, las cuales debieron ser excluidas del acervo probatorio.
c) La autoridad responsable otorgó valor probatorio al dicho de los elementos policiacos y el tribunal colegiado avaló esa determinación al negar el amparo; empero, pasó por alto lo dispuesto por la fracción IX, del artículo 20 constitucional, ya que les confirió eficacia demostrativa de manera dogmática.
d) Contrario a lo estimado por el cuerpo colegiado, sí existió detención prolongada y, en consecuencia, todas las pruebas obtenidas por los policías son ilegales e inconstitucionales. La detención se realizó a las diez horas del seis de enero de dos mil trece y la puesta a disposición se llevó a cabo hasta las diecinueve horas de ese mismo día, lo que constituye una violación al derecho de ser puesto sin demora ante la autoridad ministerial, consagrado en el artículo 16 de la Constitución. 
e) Lo anterior es así —argumentó el quejoso— toda vez que el tiempo para llegar del lugar de la detención a la ciudad de Tehuacán, Puebla, que es en donde fue presentado, es de aproximadamente treinta minutos; esto significó una retención por un periodo mayor del racionalmente necesario, lo que a su vez genera una presunción fundada de incomunicación y afectación psíquica. Invocó en apoyo la tesis de rubro: “DETENCIÓN PROLONGADA. EL HECHO DE QUE LOS AGENTES CAPTORES RETENGAN AL INDICIADO POR MÁS TIEMPO DEL QUE RESULTA RACIONALMENTE NECESARIO, EN ATENCIÓN A LAS CIRCUNSTANCIAS PROPIAS DE LA DISTANCIA Y LA DISPONIBILIDAD DEL TRASLADO GENERA PRESUNCIÓN FUNDADA DE INCOMUNICACIÓN Y AFECTACIÓN PSÍQUICA DEL INCULPADO Y, POR ENDE, SU CONFESIÓN MINISTERIAL CARECE DE VALIDEZ”.
f) Adicionalmente, el quejoso consideró que la detención debió declararse inconstitucional, porque al quejoso no le fue encontrado ningún instrumento del delito. Tampoco confesó ante el representante social la comisión de los hechos. La tenencia de las escopetas la reconoció otro coinculpado, por lo que sólo existen, como pruebas de cargo, el dicho de los elementos captores, los cuales carecen de valor pleno y son insuficientes para sustentar la sentencia condenatoria, ya que no indican la forma en que se cercioraron de que el peticionario portara las armas de fuego. Además, el quejoso manifestó ante el Ministerio Público que desconocía la existencia de la droga.
g) El tribunal colegiado omitió analizar en su integridad todos los conceptos de violación. De igual manera, incumplió con la obligación de suplir la queja deficiente. 
VIII. ESTUDIO DE PROCEDENCIA DEL RECURSO
22. Tras un análisis de la demanda de amparo, la sentencia del tribunal colegiado y el recurso de revisión, se considera que el presente asunto satisface los requisitos de procedencia previstos por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal
 y 81, fracción II, de la Ley de Amparo
, así como lo establecido en el punto Primero del Acuerdo Plenario 5/1999 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
 Antes de explicar esta conclusión, es necesario recordar cuáles son los presupuestos que hacen procedente un amparo directo en revisión. 
23. De acuerdo con las normas constitucionales y legales citadas en el párrafo anterior, el recurso de revisión en amparo directo se distingue por ser extraordinario. Este Tribunal Constitucional sólo puede conocer de la revisión de la sentencia de un juicio de amparo directo cuando, además de acreditarse la oportunidad del recurso y la legitimación del promovente, se cumplan los siguientes requisitos: a) que esté de por medio una cuestión constitucional para la resolución del caso concreto y b) su estudio por parte de esta Suprema Corte fije un criterio de importancia y trascendencia.
24. En relación con el primer requisito, con base en lo resuelto por el Tribunal Pleno en la contradicción de tesis 21/2011-PL, fallada el nueve de septiembre de dos mil trece, esta Primera Sala entiende que una cuestión propiamente constitucional se actualiza cuando se exige la tutela del principio de supremacía constitucional para la solución de un caso concreto, porque justamente se presenta un conflicto interpretativo de la determinación normativa que para ese supuesto otorga la Constitución, lo cual implica la exigencia de desentrañar el significado de un elemento normativo o de alguna norma fundamental o de un derecho humano reconocido en un tratado internacional ratificado por México.
25. En dicho asunto, el Tribunal Pleno sostuvo que, como consecuencia de la reforma al artículo 1° de la Constitución Federal, el principio de supremacía constitucional se desenvuelve en dos concepciones distintas; cada una da origen a un tipo de cuestión de constitucionalidad: una relativa a la protección consistente del sistema de fuentes y a su principio de jerarquía normativa, y otra relacionada con la protección coherente de la unidad de principios objetivos del ordenamiento jurídico, mediante el principio de mayor protección de los derechos humanos.
26. Una cuestión de constitucionalidad se puede definir, en términos generales, mediante un criterio positivo y otro negativo. De manera positiva, se origina por el ejercicio interpretativo de un elemento o norma constitucional para la resolución del caso, entendiendo con ello no sólo la interpretación de los preceptos de la Constitución Federal, sino de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que México es parte de acuerdo a lo previsto en el artículo 1°, párrafo primero, de la propia Constitución Federal. 
27. Por su parte, el criterio negativo radica en la identificación de su opuesto: la cuestión de legalidad. Aquellas cuestiones jurídicas exclusivamente dirigidas a dilucidar si en el caso existe debida aplicación de una ley o la determinación del sentido de una norma infra constitucional, se encuadran como una cuestión de legalidad. Ello no implica que una cuestión de legalidad esté desvinculada de la fuerza protectora de la norma fundamental, pues la Constitución Federal, en sus artículos 14 y 16, establece el derecho humano a la legalidad, lo cual conlleva evaluar la debida aplicación de la ley; sin embargo, ello se trata de una violación “indirecta” a la Constitución que no exige el ejercicio interpretativo de un elemento genuinamente constitucional, sino sólo una referencia en vía de consecuencia.
28. Por tanto, para que se actualice una cuestión de constitucionalidad, para efectos de la procedencia de un recurso de revisión en un juicio de amparo directo, es necesario que en la sentencia recurrida se haya realizado un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de normas generales o que se establezca la interpretación directa de una norma constitucional o de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; o bien que, habiéndose planteado alguna de esas cuestiones en la demanda de amparo, se haya omitido su estudio en la respectiva sentencia. 

29. Estas consideraciones quedaron plasmadas en la tesis P./J. 22/2014, de rubro: “CUESTIÓN CONSTITUCIONAL. PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO, SE SURTE CUANDO SU MATERIA VERSA SOBRE LA COLISIÓN ENTRE UNA LEY SECUNDARIA Y UN TRATADO INTERNACIONAL, O LA INTERPRETACIÓN DE UNA NORMA DE FUENTE CONVENCIONAL, Y SE ADVIERTA PRIMA FACIE QUE EXISTE UN DERECHO HUMANO EN JUEGO”
.
30. Por lo que hace al segundo requisito, aun cuando exista una cuestión de constitucionalidad, la procedencia del recurso se supedita constitucionalmente a que se fije un criterio de importancia y trascendencia para el ordenamiento jurídico, a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y conforme a los acuerdos generales que emita el Tribunal Pleno.
31. Sobre este último aspecto, debe entonces atenderse a lo dispuesto en la fracción II del punto Primero del Acuerdo Número 5/1999, antes citado, en virtud del cual, por regla general, se entiende que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando exista jurisprudencia sobre la cuestión de constitucionalidad hecha valer en la demanda de amparo, así como cuando no se hayan expresado agravios o, en su caso, éstos resulten ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes (y no haya que suplir la deficiencia de la queja); o bien, en casos análogos.
32. En la especie, se satisface el primer requisito (que esté de por medio una cuestión constitucional para la resolución del caso concreto), ya que el tribunal colegiado realizó una interpretación directa del artículo 16 constitucional, particularmente en relación con el derecho de puesta a disposición sin demora del inculpado ante el Ministerio Público. 
33. Esa interpretación directa se configuró cuando el tribunal colegiado, expresa y literalmente, señaló que el número de horas transcurrido en una detención no es un parámetro para considerar que la misma se extiende por tiempo injustificado. A su juicio, para calificar a una dilación como tal, deben concatenarse las circunstancias del caso, como lo son la distancia que hay entre el lugar de la captura y el sitio en donde se encuentra la comandancia de la policía o la oficina del Ministerio Público, el número de detenidos, los objetos asegurados, el tipo de delito y cualquier otra circunstancia especial. Así mismo, analizando un caso de detención en flagrancia, consideró que era posible convalidar la duración de la detención en atención al tiempo que toma a los policías aprehensores efectuar la revisión de los objetos del delito, etc. 

34. De este modo, el tribunal colegiado explícitamente estableció lo que a su entender constituye el estándar aplicable para analizar la justificación y/o validez de calificar una detención como indebidamente prolongada —ejercicio argumentativo que implicó la fijación del sentido y alcance de la prohibición prevista por el artículo 16 constitucional al respecto—. 

35. En un segundo paso lógico, el tribunal colegiado, partiendo ya de ese criterio interpretativo, analizó el caso concreto y concluyó que la retención del quejoso por más de nueve horas no trasgredió su derecho a ser puesto a disposición del Ministerio Público sin demora. Tras analizar las circunstancias particulares del asunto, concluyó que no se había actualizado una demora prohibida por el artículo 16 constitucional, debido a que el tiempo transcurrido entre la detención y la puesta a disposición se había justificado esencialmente por dos motivos: el hecho de que se hubiera llevado al quejoso y su coinculpados a un centro de atención médica (la Cruz Roja); y el tiempo que tomó a los policías hacer una revisión de los objetos del delito, en cumplimiento de lo previsto por el artículo 123 del Código Federal de Procedimientos Penales.
 
36. De este modo, este tribunal constitucional debe pronunciarse sobre si es correcto el criterio dilucidado por el tribunal colegiado para calificar la prolongación de una retención y si se apega a la línea  jurisprudencial que esta Primera Sala ha adoptado tratándose del derecho a la puesta a disposición sin demora, previsto en el artículo 16 constitucional. No se trata de revisar si la dilación estaba justificada o no a la luz de las circunstancias particulares del caso, pues tal análisis implicaría abordar un tema típicamente catalogado como “de legalidad” y, por ello, ajeno a la materia que corresponde al medio de impugnación en que se actúa. 
37. El ejercicio de esta Sala sólo se ceñirá a tratar el tema de constitucionalidad subsistente; esto es, a realizar un contraste entre los pronunciamientos de Primera Sala en la materia y el criterio que el tribunal colegiado expresamente consideró aplicable, en abstracto, y que le serviría para la solución de cualquier caso que planteara la violación al principio de inmediatez.
38. Finalmente, esta Sala estima que también se satisface la segunda exigencia de procedencia, pues analizar la pregunta planteada por el quejoso y revisar la respuesta proporcionada por el tribunal colegiado, contribuye a la formación de criterios de interés y trascendencia sobre el alcance del derecho ya mencionado. 
IX.  ESTUDIO DE FONDO
39. Esta Sala considera fundado el agravio por virtud del cual el inconforme cuestiona el criterio que utilizó el tribunal colegiado para identificar una detención indebidamente prolongada y, por ende, incompatible con lo previsto por el quinto párrafo del artículo 16 constitucional. 
40. Para abordar el tema planteado, es útil hacer un recuento de los principales pronunciamientos que esta Sala ha emitido progresivamente sobre el alcance del derecho a la puesta a disposición sin demora. También es necesario hacer referencia a lo que se ha dicho sobre los criterios que el juez está obligado a tomar en cuenta para calificar su violación y las consecuencias que deben seguirse ante la misma. Pese a la extensión de la reseña, es útil tener claro cuál es el estado de la cuestión y, con base en ello, proceder al análisis del asunto que nos compete.  
41. El quinto párrafo del artículo 16, materia de interpretación, dispone: 
Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención.

42. El primer precedente en la materia que vale la pena destacar es el amparo directo en revisión 2470/2011
. En esa oportunidad, la Sala retomó las consideraciones del amparo directo 14/2011,
 en el que interpretó el concepto constitucional de flagrancia y, encontrando apoyo en ellas, se pronunció sobre los criterios para identificar una violación al artículo 16, quinto párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
43. En dicha ejecutoria se estimó que el artículo 16 constitucional prevé un régimen general de derechos, entre los que destaca el relativo a la libertad personal; y que toda afectación al mismo debe, por regla general, pasar por el escrutinio de la autoridad judicial. Se señaló que ésta debe ser la condición rectora y preferente en el régimen de detenciones, por lo que figuras como la detención en flagrancia o en caso urgente deben entenderse como excepcionales. Esta exigencia no sólo está contemplada por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino también por la Convención Americana de Derechos Humanos, concretamente por su artículo 7º. 
44. Al resolver este caso, la Sala estudió la evolución histórica del concepto “flagrancia”, tanto en el texto constitucional como en la interpretación de la Suprema Corte. Y concluyó que, atendiendo a la motivación que dio origen a la reforma de junio de dos mil ocho al artículo 16 constitucional, debe entenderse que el concepto “flagrancia” necesariamente alude a la inmediatez. Así, a partir de este crucial cambio constitucional, su significado readquiere un sentido literal y restringido, según el cual, aquello que flagra se define como lo que arde o resplandece como fuego o llama. Un delito flagrante es aquél (y sólo aquél) que brilla a todas luces. Es tan evidente e inconfundible que cualquiera es capaz de apreciarlo por los sentidos y de llegar a la convicción de que se está en presencia de una conducta prohibida por la ley. Para reconocerlo no se necesita ser juez, perito en derecho o estar especialmente capacitado: la obviedad inherente a la flagrancia tiene una correspondencia directa con la irrelevancia de la calidad que ostenta el sujeto aprehensor. 
45. De este modo, la flagrancia siempre es una condición que se configura al momento de la detención. Esto implica que la policía no tiene facultades para detener ante la sola sospecha de que alguien pueda estar cometiendo un delito o de que esté por cometerlo. Tampoco puede detener para investigar. La flagrancia resplandece, no se escudriña. Por ello, la referencia a una actitud sospechosa, nerviosa o a cualquier motivo relacionado con la apariencia de una persona, no es una causa válida para impulsar una detención amparada bajo el concepto “flagrancia”.
46. De acuerdo con las razones expresadas en dicho precedente, el escrutinio posterior a la detención es de suma importancia, pues el descubrimiento de que se está ante una situación de ilegal privación de la libertad debe desencadenar el reproche y la exigencia de responsabilidad que jurídicamente correspondan.
47. Se concluyó, además, que el control judicial ex post a la privación de la libertad por delito flagrante requiere ser especialmente cuidadoso, pues la afirmación de que una detención es legal y constitucional debe ser defendida ante el juzgador. Lo anterior se basó en la premisa de que el principio de presunción de inocencia debe operar desde la detención; por ello, quien afirma que la persona capturada fue sorprendida en flagrancia, tiene la carga de acreditarlo. El escrutinio judicial en materia de detenciones es, por tanto, una especie de regla primaria, cuya ejecución debe ser privilegiada siempre que sea posible.
48. En relación con el derecho de “puesta a disposición sin demora” este Alto Tribunal determinó que es posible derivar un principio de inmediatez del régimen general de protección contra detenciones consagrado en la Constitución Federal. Y en virtud de ese principio, es exigible que la persona detenida sea presentada ante la autoridad ministerial o judicial respectiva, sin dilaciones injustificadas.
49. Para contestar cómo es que el juzgador debe apreciar si se está ante una dilación injustificada, la Sala consideró que no es posible (ni sería adecuado) fijar un determinado número de horas. Sin embargo, del hecho de que no sea posible ni recomendable adoptar una regla fija, no se sigue que no sea posible generar un estándar que posibilite al juez calificar cada caso concreto de un modo sensible a dos preocupaciones no incompatibles entre sí; a saber: que la puesta a disposición de la persona detenida no se dilate injustificadamente, para evitar que se restrinja la libertad personal sin control y vigilancia del Estado; y, en segundo lugar, que se tomen en consideración las peculiaridades del asunto específico, por ejemplo, la distancia que existe entre el lugar de la detención y la agencia del Ministerio Público.

50. De acuerdo con dicho estándar, la dilación indebida se actualiza siempre que la persona sea retenida por sus aprehensores sin que existan motivos razonables que les impidan ponerla a disposición inmediata de la autoridad competente para definir su situación jurídica. Tales motivos razonables únicamente pueden tener origen en impedimentos fácticos reales y comprobables (como la distancia que existe entre el lugar de la detención y el lugar de la puesta a disposición). 
51. Además, deben ser compatibles con las facultades estrictamente concedidas a las autoridades. Es decir, la actuación de los aprehensores debe llevarse a cabo de acuerdo con sus atribuciones constitucionales y legales, sin que resulte admisible cualquier justificación que pueda estar basada en una supuesta búsqueda de la verdad o en la debida integración del material probatorio.

52. Sobre esa base, en dicho precedente se determinó que la policía está impedida para retener a una persona por más tiempo del estrictamente necesario para trasladarla ante el Ministerio Público y ponerla a su disposición a efecto de que se desarrollen las diligencias de investigación que permitan definir su situación; asimismo, no puede simplemente retenerla sin informarlo a la autoridad ministerial para obtener su confesión o información relacionadas con la indagatoria. Es decir, en términos estrictamente constitucionales, las autoridades tienen la obligación de poner al detenido sin retraso injustificado o sin demora irracional ante el Ministerio Público, en caso de delito fragrante o ante el juez que hubiera ordenado la aprehensión.
53. Estas consideraciones fueron nuevamente retomadas en el amparo directo en revisión 997/2012, resuelto el seis de junio de dos mil doce, por mayoría de tres votos de la Primera Sala.
 
54. Posteriormente, el veintitrés de enero de dos mil trece, esta Primera Sala resolvió el amparo directo en revisión 57/2011
, que también reiteró los razonamientos antes referidos y agregó que el mandato de pronta puesta a disposición, que se encuentra consagrado en la mayoría de las legislaciones del mundo occidental, no es más, ni menos, que la mayor garantía de los individuos en contra de aquellas acciones de la policía que se encuentran fuera de los cauces legales y que están destinadas a presionar o a influir en el detenido, en un contexto que le resulta totalmente adverso.

55. En esta lógica –señala este precedente– el órgano judicial de control deberá realizar un examen estricto de las circunstancias que acompañan al caso, desechando cualquier justificación que pueda estar basada en “la búsqueda de la verdad” o en “la debida integración del material probatorio” y, más aún, aquéllas que resultan inadmisibles a los valores subyacentes en un sistema democrático, como serían “la presión física o psicológica al detenido a fin de que acepte su responsabilidad” (la tortura) o “la manipulación de las circunstancias y hechos objeto de la investigación” (la alteración de la realidad), entre otras.

56. Este precedente dio lugar a la aprobación y publicación de la tesis 1a. CLXXV/2013 (10a.), que a continuación se cita: 

DERECHO FUNDAMENTAL DEL DETENIDO A SER PUESTO A DISPOSICIÓN INMEDIATA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. ELEMENTOS QUE DEBEN SER TOMADOS EN CUENTA POR EL JUZGADOR A FIN DE DETERMINAR UNA DILACIÓN INDEBIDA EN LA PUESTA A DISPOSICIÓN. El derecho fundamental del detenido a ser puesto a disposición inmediata ante el Ministerio Público, se encuentra consagrado en el artículo 16, quinto párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al momento en que señala que cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Asimismo, dicha disposición señala que debe existir un registro inmediato de la detención. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es necesario señalar, en primer término, que el análisis en esta materia debe partir de la imposibilidad de establecer reglas temporales específicas. Por el contrario, resulta necesario determinar, caso por caso, si se ha producido o no una vulneración del derecho reconocido a la persona detenida. Así las cosas, se está ante una dilación indebida en la puesta a disposición inmediata del detenido ante el Ministerio Público cuando, no existiendo motivos razonables que imposibiliten la puesta a disposición inmediata, la persona continúe a disposición de sus aprehensores y no sea entregada a la autoridad que sea competente para definir su situación jurídica. Tales motivos razonables únicamente pueden tener como origen impedimentos fácticos reales, comprobables y lícitos. Además, estos motivos deben ser compatibles con las facultades estrictamente concedidas a las autoridades. Lo anterior implica que los agentes de policía no pueden retener a una persona por más tiempo del estrictamente necesario para trasladarla ante el Ministerio Público, a fin de ponerlo a disposición, donde deben desarrollarse las diligencias de investigación pertinentes e inmediatas, que permitan definir su situación jurídica -de la cual depende su restricción temporal de la libertad personal-. La policía no puede simplemente retener a un individuo con la finalidad de obtener su confesión o información relacionada con la investigación que realiza, para inculparlo a él o a otras personas. Este mandato es la mayor garantía de los individuos en contra de aquellas acciones de la policía que se encuentran fuera de los cauces legales y que están destinadas a presionar o a influir en el detenido, en un contexto que le resulta totalmente adverso. En esta lógica, el órgano judicial de control deberá realizar un examen estricto de las circunstancias que acompañan al caso, desechando cualquier justificación que pueda estar basada en una supuesta búsqueda de la verdad o en la debida integración del material probatorio y, más aún, aquellas que resultan inadmisibles a los valores subyacentes en un sistema democrático, como serían la presión física o psicológica al detenido a fin de que acepte su responsabilidad o la manipulación de las circunstancias y hechos objeto de la investigación, entre otras.

57. En precedentes aún más recientes, esta Sala ha enfrentado la necesidad de pronunciarse sobre los efectos de la violación al derecho de pronta puesta a disposición. 
58. Así, en el amparo en revisión 703/2012
 se determinó que las consecuencias y efectos de la vulneración al derecho humano de libertad personal, con motivo de la retención indebida, deben vincularse estrictamente con su origen y causa. Esto implica que si la prolongación injustificada de la detención generó la producción e introducción de datos de prueba, éstos deben declararse ilícitos; lo mismo aplica si ciertas diligencias se realizaron en condiciones que no permitieron al inculpado ejercer el derecho de defensa adecuada, de conformidad con los principios de debido proceso y obtención de prueba lícita. 
59. El precedente dio lugar a la tesis aislada 1a. CCII/2014, cuyo texto se cita a continuación: 
DERECHO DE LA PERSONA DETENIDA A SER PUESTA A DISPOSICIÓN INMEDIATA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. LA RETENCIÓN INDEBIDA GENERA COMO CONSECUENCIAS Y EFECTOS LA INVALIDEZ DE LOS DATOS DE PRUEBA OBTENIDOS DIRECTA E INMEDIATAMENTE EN AQUÉLLA, AL SER CONSIDERADOS ILÍCITOS. De conformidad con el artículo 16, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como con los artículos 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la limitación a la libertad personal con motivo de la detención por flagrancia, implica que toda persona detenida bajo esa hipótesis sea puesta sin demora a disposición de la autoridad ministerial. El reconocimiento y protección de este derecho fundamental conlleva una trascendencia especial, pues el escrutinio estricto posterior a la detención se dirige precisamente a verificar que no hubo una privación ilegal de la libertad que, de actualizarse, provocaría invalidar la detención, así como datos de prueba obtenidos con motivo de la misma, además que ello deberá desencadenar el reproche y la exigencia de responsabilidad a los agentes captores. Así, en términos estrictamente constitucionales, el agente que detenga al imputado por la comisión de un delito en flagrancia, tiene obligación de ponerlo sin demora ante el ministerio público, esto es, sin retraso injustificado o irracional. Ahora bien, las consecuencias y efectos de la vulneración al derecho humano de libertad personal, con motivo de la retención indebida, deben vincularse estrictamente con su origen y causa; lo que implica que si la prolongación injustificada de la detención generó la producción e introducción de datos de prueba, éstos deben declararse ilícitos, lo mismo que las diligencias pertinentes se hayan realizado en condiciones que no permitieron al inculpado ejercer el derecho de defensa adecuada, de conformidad con los principios de debido proceso y obtención de prueba lícita.

60. Posteriormente, en los amparos directos en revisión 3403/2012
, 3229/2012
, esta Sala —además de reiterar el estudio sobre flagrancia y sobre el principio de inmediatez en la puesta a disposición— precisó que la violación al derecho de pronta puesta a disposición genera:
a) La consecuencia legal y jurídica de anulación de la confesión del indiciado, obtenida con motivo de esa indebida retención; 
b) La invalidez de todos los elementos de prueba que tengan como fuente directa la demora injustificada, los cuales no producirán efecto alguno en el proceso ni podrán ser valorados por el juez; y, 
c) La nulidad de aquellas pruebas que, pese a estar vinculadas directamente con el hecho delictivo materia del proceso penal, son recabadas por iniciativa de la autoridad aprehensora sin la conducción y mando del Ministerio Público, en el supuesto de prolongación injustificada de la detención.

61. El criterio dio origen a la tesis aislada 1a. LIII/2014 (10a.)
, cuyo texto es el siguiente:

DERECHO FUNDAMENTAL DEL DETENIDO A SER PUESTO SIN DEMORA A DISPOSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO. ALCANCES Y CONSECUENCIAS JURÍDICAS GENERADAS POR LA VULNERACIÓN A TAL DERECHO. El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagra un régimen general de libertades a favor de la persona, entre las cuales, destaca el derecho a la libertad personal. Sin embargo, como todo derecho humano, éste no es absoluto, por lo que la citada norma fundamental también delimita exhaustivamente diversas hipótesis para su afectación, a saber: a) la orden de aprehensión; b) las detenciones en flagrancia; y, c) el caso urgente. En tratándose de la flagrancia, esta Primera Sala ha puntualizado que la misma constituye una protección a la libertad personal, cuyo control judicial ex post debe ser especialmente cuidadoso, ya que quien afirma la legalidad y constitucionalidad de una detención, debe poder defenderla ante el juez respectivo. Ahora bien, por cuanto se refiere al derecho fundamental de "puesta a disposición ministerial sin demora", es dable concluir que dentro del régimen general de protección contra detenciones que prevé el artículo 16 constitucional, se puede derivar la exigencia de que la persona detenida sea presentada ante el Ministerio Público lo antes posible, esto es, que sea puesta a disposición de la autoridad ministerial o judicial respectiva, sin dilaciones injustificadas. Así, se está ante una dilación indebida en la puesta a disposición inmediata del detenido ante el Ministerio Público, cuando no existan motivos razonables que imposibiliten esa puesta inmediata, los cuales pueden tener como origen impedimentos fácticos reales, comprobables y lícitos, los que deben ser compatibles con las facultades concedidas a las autoridades, lo que implica que los agentes aprehensores no pueden retener a una persona por más tiempo del estrictamente necesario para trasladarla ante el Ministerio Público; desechando cualquier justificación que pueda estar basada en una supuesta búsqueda de la verdad o en la debida integración del material probatorio y, más aún, aquellas que resulten inadmisibles como serían la presión física o psicológica al detenido para que acepte su responsabilidad o la manipulación de las circunstancias y hechos de la investigación. En suma, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que la violación al derecho fundamental de "puesta a disposición del indiciado ante el Ministerio Público sin demora" genera como consecuencias: a) la anulación de la confesión del indiciado, obtenida con motivo de esa indebida retención; b) la invalidez de todos los elementos de prueba que tengan como fuente directa la demora injustificada, los cuales no producirán efecto alguno en el proceso ni podrán ser valorados por el juez; y, c) la nulidad de aquellas pruebas que a pesar de estar vinculadas directamente con el hecho delictivo materia del proceso penal, sean recabadas por iniciativa de la autoridad aprehensora so pretexto de una búsqueda de la verdad o debida integración del material probatorio -en el supuesto de prolongación injustificada de la detención-, sin la conducción y mando del Ministerio Público; es decir, sin la autorización de este último. No obstante, debe precisarse que las pruebas obtenidas estrictamente con motivo de una detención en flagrancia no pueden ser invalidadas por actos posteriores, como la obtención de pruebas que tengan como fuente directa la demora injustificada, a menos que se acredite la existencia de vicios propios de la misma detención del inculpado que determinen que ésta sea considerada inconstitucional”.

62. Finalmente, en el amparo directo en revisión 4822/2014
 se retomaron todos estos precedentes y, entre otras consideraciones, se agregó —respecto a los efectos de la ilicitud de la prueba— que, con independencia de la detención sea lícita, la demora o dilación injustificada de la puesta a disposición ante el Ministerio Público bajo el supuesto de comisión de delito flagrante, permite la incorporación de la presunción de coacción, como parámetro mínimo ante el reconocimiento de la violación a sus derechos humanos.
63. Retomando criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la  Sala señaló que una detención de este tipo necesariamente tiene un impacto en la integridad de las personas. Afirmó que es una violación de suma importancia, pues trae aparejada, por lo menos, el uso de la fuerza innecesaria y abusiva de los agentes de la policía en contra de una persona que ha sido detenida, aun cuando ésta sea constitucional, lo cual implica un atentado a la dignidad humana.

64. Se agregó que la retención injustificada de la persona detenida, por parte de la autoridad, permite presumir que quien se encuentra en esta condición, está, asimismo, incomunicada y expuesta a tratos que pudieran resultar lesivos. Esto es así, porque una persona arbitrariamente retenida, porque los aprehensores no lo presentan inmediatamente después de la detención ante el Ministerio Público, se encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, con la cual se provoca un riesgo cierto de que otros derechos se vean afectados, como la integridad personal, ya sea física o psicológica, y el trato digno que toda persona debe recibir
. En casos extremos, la dilación de la puesta a disposición podría derivar en asilamiento prolongado y en incomunicación coactiva, lo que podría ser calificado como trato cruel e inhumano
 e incluso como tortura. 
65. Además, la Sala sostuvo que la detención prolongada e injustificada de una persona permite presumir la existencia de actos coactivos que afectan directamente su voluntad, salvo prueba objetiva en contrario. Por tales motivos, si una persona se reconoce como responsable de un delito tras haber sido detenida de manera prolongada y sin justificación jurídica válida por parte de sus captores, dicha confesión debe presumirse coaccionada y, por tanto, debe ser apreciada como prueba ilícita, cuya calificación obliga a excluirla de las pruebas de cargo en contra del inculpado.
66. Ahora bien, al respecto se aclaró que la prolongación injustificada de la puesta a disposición del detenido ante el Ministerio Público no implica necesariamente la existencia de tortura. Lo único que significa es la presunción de coacción sobre el detenido para inducirlo a autoincriminarse. Pero esta calificación se actualiza con independencia de que se haya concretizado o no la coacción sobre el detenido, pues deriva del incumplimiento del principio de inmediatez aplicable a las detenciones constitucionales. 
67. Por otro lado, en dicho precedente se aclaró que todas las pruebas obtenidas por las policía, que no pudieran haberse recabado sin incurrir en la demora injustificada de la entrega del detenido, son ilícitas y ese carácter deber reconocerles la autoridad judicial, por lo que no pueden ser objeto de valoración para corroborar la acusación.

68. Asimismo, todas aquellas referencias a circunstancias y medios de prueba obtenidos por la policía, que derivan directamente de la demora injustificada en la puesta a disposición del detenido, recopilados con motivo de la realización de una investigación policial, no dirigida ni controlada por el Ministerio Público, no deberán ser objeto de apreciación en la valoración probatoria, sino que tendrán que excluirse ante lo evidente de su ilicitud. 
69. Pues bien, sentado lo anterior y teniendo claro cuál es la interpretación de esta Sala respecto al principio de inmediatez –consagrado por el párrafo quinto del artículo 16 constitucional– procede analizar la sentencia recurrida bajo esta óptica.
70. Como se adelantó en el apartado de procedencia, la materia de la revisión en este asunto únicamente exige analizar las afirmaciones hechas por el tribunal colegiado, en el sentido de que el número de horas transcurrido en una detención no es un parámetro para considerar que la misma se extiende por tiempo injustificado; y que, para calificar a una dilación como tal, deben concatenarse las circunstancias del caso, como lo son la distancia que hay entre el lugar de la captura y el sitio en donde se encuentra la comandancia de la policía o la oficina del Ministerio Público, el número de detenidos, los objetos asegurados, el tipo de delito y cualquier otra circunstancia especial. 
71. Así mismo, debemos revisar si fue correcto que el tribunal colegiado, al analizar un caso de detención en flagrancia, considerara admisible convalidar la duración de la detención en atención al tiempo que tomaba a los policías aprehensores efectuar la revisión de los objetos del delito.
72. El primer elemento que debemos revisar se refiere a la afirmación que literalmente hizo el tribunal colegiado en el sentido de que el número de horas transcurrido en una detención no es un parámetro para considerar que la misma se extiende por tiempo injustificado. A juicio de esta Primera Sala, al concluir lo anterior, dicho órgano partió de una errónea o incompleta concepción de los criterios que debían informar su determinación.  
73. En la tesis aislada de rubro “DERECHO FUNDAMENTAL DEL DETENIDO A SER PUESTO A DISPOSICIÓN INMEDIATA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. ELEMENTOS QUE DEBEN SER TOMADOS EN CUENTA POR EL JUZGADOR A FIN DE DETERMINAR UNA DILACIÓN INDEBIDA EN LA PUESTA A DISPOSICIÓN”, esta Primera Sala ciertamente señaló que el análisis en esta materia asume como premisa la imposibilidad de establecer reglas temporales específicas y que, de este modo, la valoración sobre si existe una violación de ese derecho debe hacerse caso por caso. A partir de los precedentes ya citados, es posible ver que, para la Sala, fijar un número determinado de horas e invalidar, sin excepciones, todas aquellas detenciones que no se ajustaran al mismo, sería una forma inadecuada de aproximarse al problema, pues ello en ningún sentido garantizaría el respeto de los valores subyacentes al texto constitucional.  
74. Esto obedece a que, por oposición a lo que ocurre con un principio como el de inmediatez, una regla fija genera el peligro de resultar sobre-inclusiva, por llevar a invalidar más situaciones o hipótesis de las que el constituyente quiso regular; o infra-inclusiva, por no cubrir dentro del marco de prohibición situaciones o escenarios que el constituyente sí quiso prohibir. En otras palabras, el defecto de una regla tasada sobre un número de horas máximo admisible, es que no permite ponderar la razonabilidad de la duración. Su cumplimiento se verificaría mediante un ejercicio mecánico de subsunción, aplicado a la manera de todo o nada. 
75. En cambio, la virtud de un principio, como el de inmediatez, es que su estructura normativa permite que su cumplimiento sea verificado revisando la totalidad de circunstancias, para así identificar si se ha cumplido con un mandato de optimización. De acuerdo con los precedentes de la Sala ya citados, este mandato se traduce en la exigencia de que la autoridad aprehensora ponga a la persona a disposición del Ministerio Público con toda prontitud posible y procurando evitar todo tipo de dilaciones innecesarias. Analizar su cumplimento es un ejercicio multifactorial, condicionado por distintas y complejas variantes. 
76. No obstante lo anterior, al rechazar la fijación de una regla temporal absoluta, la Sala en ningún sentido quiso afirmar que las horas transcurridas en la puesta a disposición no deban informar el parámetro de validez, o que el órgano jurisdiccional que revisa el planteamiento pueda soslayarlas. Por el contrario, el criterio de esta Sala es que el espacio temporal (por ende, el número de horas) que transcurre en la puesta a disposición es un factor que indefectiblemente debe informar la decisión mediante la cual se controla su validez. De hecho, constituye el punto de partida de cualquier operación lógica destinada a determinar cuándo se está ante un exceso indebido. Contrario al criterio del órgano colegiado, esta información es de suma importancia y tiene que formar parte del prisma desde el cual se evalúa la regularidad constitucional del acto.
77. Ahora, si bien el tiempo efectivamente transcurrido es un factor necesario a tomar en cuenta, no es el único factor; y, por sí mismo, no determina la invalidez de la puesta a disposición. Como se ha dicho, el exceso puede considerarse justificado si con la aplicación de un estándar de razonabilidad —que analice críticamente los elementos a los cuales se atribuye tal dilación— se obtiene que la tardanza impugnada resulta constitucional y legalmente admisible. 
78. Así, al emprender el control de la puesta a disposición, el órgano jurisdiccional debe analizar si el número de horas que transcurrió en el caso sometido a examen guarda una proporción razonable con la distancia que existe entre el lugar de detención y la ubicación de la autoridad donde la persona es puesta a disposición. Obviamente, a mayor distancia, mayor el tiempo que requerirá recorrerla. 

79. Es decir, los datos cuantitativos allegados al expediente deben analizarse de manera relacionada. El juez o la jueza encargada de realizar tal valoración debe obtener cuánto tiempo aproximado toma recorrer la distancia que, de facto, se recorrió en el caso según la información del expediente. Para ello, tendrá que atender a dos constantes: la velocidad y la distancia. La velocidad, a su vez, puede ser constante o variar en atención a las particularidades empíricamente verificables que condicionan el trayecto, como pueden ser, por ejemplo, el tipo de transporte utilizado, el tránsito vehicular, las particularidades del terreno, etc. 
80. Ahora bien, una vez que se obtiene ese cálculo aproximado, debe verificarse si el lapso de puesta a disposición en el caso de análisis lo rebasa. Sólo el tiempo que lo rebase es, por supuesto, el que debe considerarse transcurrido en exceso. 
81. Pero, para calificar si este exceso amerita el adjetivo de injustificado, se debe hacer un análisis diferenciado de sus causas específicas, para así determinar (i) si las mismas fueron acordes con el orden constitucional y legal, (ii) si se ajustan a facultades explícitamente otorgadas a las autoridades remitentes, y (iii) si las actuaciones de éstos encontraban una justificación razonable. 
82. En este último paso, el órgano judicial de control deberá retomar los elementos que esta Primera Sala ya ha definido. Es decir, debe realizar un examen estricto de las circunstancias que acompañan al caso, considerando que: 

· La policía no puede simplemente retener a un individuo con la finalidad de obtener su confesión o información relacionada con la investigación que realiza, para inculparlo a él o a otras personas.
· Así, mismo el órgano jurisdiccional debe desechar cualquier justificación que pueda estar basada en una supuesta búsqueda de la verdad o en la debida integración del material probatorio; más aún, aquellas que resultan inadmisibles a los valores subyacentes en un sistema democrático, como serían la presión física o psicológica al detenido a fin de que acepte su responsabilidad o la manipulación de las circunstancias y hechos objeto de la investigación, entre otras. 
83. Esta Sala considera que, como señaló el quejoso, el tribunal colegiado adoptó un estándar que no empata con la racionalidad que persigue este criterio. Es cierto que el juez de control debe concatenar las circunstancias del caso y, sólo ponderando éstas en su totalidad, debe emitir una decisión. Por supuesto, también fue correcto que el órgano colegiado señalara que la distancia entre el punto geográfico de detención y el punto geográfico de puesta a disposición debe ser tomada en cuenta. Sin embargo, a diferencia de lo que estimó el tribunal colegiado, esta Sala advierte que esa distancia necesariamente debe analizarse en relación con el tiempo efectivamente transcurrido. Y, a su vez, debe revisarse si éste era estrictamente necesario para completar ese trayecto.
84. A partir de la lectura del razonamiento del tribunal colegiado se obtiene que, en realidad, no concedió ninguna relevancia al factor temporal (número de horas) para arribar a su determinación. No hizo un comparativo entre las nueve horas que trascurrieron en la puesta a disposición (hecho cuya veracidad no se disputó) y la media hora que el quejoso argumentó repetidamente que requería recorrer la distancia existente entre el lugar de detención y la agencia del Ministerio Público. Descartó este alegato sin revisar su veracidad, bajo el argumento de que el quejoso no había logrado acreditar que el recorrido debía tener esa duración. 

85. Esto también es incompatible con lo que ha establecido esta Primera Sala en relación con las cargas probatorias que operan en el régimen de detenciones. Como se dijo en el amparo directo en revisión 2470/2011, quien afirma que la persona capturada fue sorprendida en flagrancia, tiene la carga de acreditarlo. Lo mismo ocurre con la constitucionalidad y la legalidad de la puesta a disposición y, por supuesto, con los datos que se requieren para acreditarlas. 
86. Así, como se ha dicho, el tribunal colegiado debió acudir a una referencia precisa que indicara el punto el geográfico de lugar de detención, estimar la distancia entre el punto de arranque y el punto final, establecer una velocidad de traslado aproximada y, con ello, obtener un tiempo estimado. Al comparar este dato con los hechos acreditados en el expediente, el tribunal colegiado habría estado en condiciones de aplicar un estándar de razonabilidad. 
87. En otro orden de ideas, es necesario analizar el criterio adoptado por el tribunal colegiado al afirmar que, para identificar una dilación prolongada, se han de tomar en cuenta otros factores como: el número de detenidos, los objetos asegurados, el tipo de delito y “cualquier otra circunstancia especial”. 
88. A juicio de esta Sala, la referencia aislada a conceptos con tan alto nivel de vaguedad y ambigüedad es incapaz, por sí misma, de distinguir justificadamente una dilación debida de una indebida. 
89. No se descarta la posibilidad de que algunos de esos criterios puedan eventualmente ser utilizados para motivar algún caso particular, pero para que ello sea válido, el órgano de control tendría que explicar por qué tales conceptos (número de detenidos, naturaleza del objeto, etc.) justifican la dilación de ese asunto en particular. Es decir, el órgano judicial de control tendría que analizar razonadamente cómo es que la causa se conecta lógicamente con la consecuencia. Por ejemplo, tendría que analizar cómo es que, según los hechos que se tienen a la vista en un caso concreto, el número de detenidos impidió a la autoridad aprehensora trasladarse por el tiempo en que normalmente sería posible hacerlo.

90. Por mayoría de razón, esta Sala estima que el tribunal colegiado también adoptó un estándar bajo en comparación con el establecido por esta Sala al interpretar que la demora podría estar justificada por un concepto tan abierto como “cualquier otra circunstancia especial”. El estándar debe operar a la inversa: en principio, la dilación no está justificada, a menos que se demuestre razonadamente que la misma fue estrictamente necesaria. 

91. Finalmente, el tribunal colegiado también estimó que la dilación encontraba justificación en el tiempo que había tomado la revisión tanto de los detenidos como del vehículo. Concretamente, estimó que el lapso se justificaba porque los policías aprehensores habían preservado los vestigios, instrumentos, objetos o productos del delito, esto de acuerdo con el artículo 123 del Código Federal de Procedimientos Penales.

92. Al respecto se considera que —por virtud de los criterios que esta Sala ha emitido en la materia y que ya han sido citados— el órgano de control jurisdiccional no puede validar todas las actuaciones mediante la referencia genérica a ciertas facultades legales de las autoridades aprehensoras. Cada una de las actuaciones debe ser analizada de manera individualizada y justificada por sus propios méritos. 
93. Así mismo, tal como lo ha establecido este Alto Tribunal, el órgano de control debe desechar cualquier justificación que pueda estar basada en “la búsqueda de la verdad” o en “la debida integración del material probatorio”. Incluso, debe recordarse que unas de las consecuencias de la detención injustificadamente prolongada es que se eliminen aquellas pruebas recabadas por iniciativa de la autoridad aprehensora sin la conducción y mando del Ministerio Público durante la demora. 
94. De este modo, el órgano de control tiene que realizar un escrutinio estricto, que cuestione si la autoridad aprehensora realmente tiene facultades para, motu proprio, disponer de la libertad de la persona detenida y tomar medidas que afectaran su integridad personal; por ejemplo, como ocurrió en el caso, donde los policías remitentes decidieron, unilateralmente y sin la conducción del Ministerio Público, que era necesario llevar al quejoso a un centro de atención médica. 
95. Adicionalmente, tratándose de delitos sorprendidos en flagrancia, el órgano jurisdiccional debe ser especialmente cuidadoso con aceptar el argumento de que la demora se justifica con motivo de la revisión realizada a los objetos del delito. Si —en palabras de esta Primera Sala— la flagrancia brilla y no se escudriña
 entonces el órgano jurisdiccional llamado a identificar una dilación indebida no puede aceptar este argumento irreflexivamente. 

96. A juicio de esta Sala, es de crucial importancia que los órganos jurisdiccionales mantenga una actitud crítica y analítica respecto a lo que ocurre en cada momento de la detención, desde el momento en que se sorprende a la persona en flagrancia, en su caso, hasta que es puesta a disposición. Ello obedece a que el derecho a la pronta disposición busca que la persona detenida quede cuanto antes protegida por la institución responsable de velar por su integridad. Se insiste, las actuaciones que generan dilación deben ser la excepción y no la regla. Como toda excepción, para ser admisible tiene que estar explícitamente justificada. 
97. En conclusión, a la luz de lo anterior, esta Primera Sala estima que el parámetro adoptado por el tribunal colegiado para concluir la validez constitucional de la detención por casi nueve horas, no se ajustó a los criterios que este Alto Tribunal ya ha definido y que, en esta oportunidad, han sido aplicados y explicitados. 
98. En consecuencia, lo procedente es revocar la sentencia recurrida y devolver los autos al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, para que, a partir de la interpretación constitucional realizada en la presente ejecutoria, se avoque de nueva cuenta el estudio de la legalidad del acto reclamado. En caso de modificar su determinación respecto a la justificación de la duración en la puesta a disposición, el órgano colegiado también deberá determinar cuáles son las consecuencias que se seguirían de tal violación y si las mismas conllevan la ilicitud de ciertas pruebas o bien si generan una presunción de coacción e intimidación; ello, por supuesto, ajustando sus consideraciones a lo que esta Sala ya ha determinado por vía interpretativa. 
99. Los restantes agravios son inoperantes, por tratarse de cuestiones de mera legalidad, relacionadas con la valoración de las pruebas. Tiene aplicación la tesis de rubro y texto siguientes
:
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS QUE ADUZCAN CUESTIONES DE MERA LEGALIDAD. Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 83, fracción V, de la Ley de Amparo, relativos al recurso de revisión en amparo directo, es competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta instancia el estudio de cuestiones propiamente constitucionales. Por tanto, si se plantean tanto agravios sobre constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de preceptos de la Constitución, como argumentos de mera legalidad, éstos deben desestimarse por inoperantes.
X. DECISIÓN.
100. Al ser fundado el agravio mediante el cual el recurrente combatió la interpretación del tribunal colegiado sobre el derecho a la pronta puesta a disposición —en términos del artículo 16, párrafo quinto de la Constitución— procede devolver los autos relativos al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, para que, a partir de los parámetros de interpretación constitucional establecidos en la presente ejecutoria, proceda a analizar la legalidad del acto reclamado.
101. Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 
PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. Devuélvanse los autos al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, para los efectos precisados en el último apartado de esta ejecutoria.    
Notifíquese. Con testimonio de esta ejecutoria; devuélvanse los autos relativos al lugar de origen; y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido. 
En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� Ver hoja 90 del toca penal **********


� Se desconoce la hora exacta. Véase ibídem, hoja 88. 


� Los datos se obtuvieron de la sentencia de treinta de abril de dos mil catorce, dictada por el Segundo Tribunal Unitario del Sexto Circuito, que se encuentra en el toca **********, hojas 77 a la 323 vuelta.  


� Previsto y sancionado por el artículo 81, en relación con los diversos numerales 9 fracción III, 10 fracción III, y 24, todos de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos


� Previsto en el ordinal 11, inciso e), y penado por el artículo 83, fracción II, ambos de la legislación referida.


� Previsto y sancionado en el artículo 477, en concordancia con el artículo 479, de la Ley General de Salud.


� Véase la hoja 229 del cuaderno de apelación, **********, del Segundo Tribunal Unitario del Sexto Circuito.  


� La modificación también consistió en determinar que se acreditaron los elementos del injusto contra la salud en la modalidad de posesión con fines de comercio, en su variante de venta de marihuana, así como la plena responsabilidad de los coinculpados ********** o ********** y ********** en su comisión; y no el de contra la salud en la modalidad de posesión simple de dicho enervante, como lo estimó el juez de primer grado.


� Amparo directo **********, fojas 5 a la 26.


� Ibidem hoja 52.


� Ibidem hojas 80 a la 174 vuelta.


� Amparo directo en revisión 5033/2014, fojas 2 a la 16.


� Ibídem hojas 20 a 23.


� Ibídem hoja 51.


� Así se advierte de la constancia que obra en la hoja 175 vuelta del amparo directo **********.


� De conformidad con el artículo 31 fracción II, de la legislación de amparo aplicable.


� Sin incluir los días cuatro, cinco, once y doce de octubre por ser sábados y domingos, en términos de los preceptos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. De igual manera, deben descontarse los días jueves nueve y viernes diez de dicho mes, con fundamento en la Circular número 14/2014, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal.


� Así se advierte del sello fechador estampado en el escrito relativo, que puede verse en la foja 3 del amparo directo en revisión 5033/2014.


� Los demás argumentos hechos valer por el quejoso versan sobre cuestiones que deben ser calificadas como de mera legalidad; están esencialmente basadas en la premisa de que la parte acusadora no aportó prueba plena que acreditara su responsabilidad penal. Así, consideró que uno de los coacusados reconoció ser el dueño de las armas; que desconocía la existencia de la marihuana. Asimismo, adujo que no se demostró su intención para cometer los ilícitos, por lo que no se configuraba el elemento de dolo. Afirmó que el oficio de puesta a disposición carecía de valor probatorio, y que los restantes medios de convicción no eran idóneos para acreditar la identidad del autor o partícipe de los injustos penales. Alegó que existió una causa excluyente de responsabilidad, porque el ministerio púbico no aportó más pruebas que el dicho de los captores, por lo que al haberse ofrecido como pruebas de descargo el interrogatorio a los policías, en el que uno de ellos reconoció la retención prolongada, así como diversas documentales, debe estimarse que el inculpado es inocente.  Finalmente, el quejoso también manifestó que sólo estuvo en la camioneta con los coacusados al momento de la detención, pero no está acreditada su intervención en la comisión de los delitos.


� Novena época; registro: 168153; Tribunales Colegiados de Circuito; aislada; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; tomo XXIX; enero de 2009; materia(s): penal; tesis: XX.2o.95 P; página: 2684.


� Novena época; registro: 161221; Primera Sala; Aislada; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; tomo XXXIV; agosto de 2011; materia(s): constitucional; tesis: 1a. CLXII/2011; página: 226. 


� Art. 107.- Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes […] IX.- En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.


� Artículo 81. Procede el recurso de revisión […]II. En amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales que establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de acuerdos generales del pleno. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.


� PRIMERO.- Procedencia I. El recurso de revisión es procedente contra las sentencias que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, si se reúnen los supuestos siguientes: a) Si en ella se decide sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley, tratado internacional o reglamento -federal o local-, o se establece la interpretación directa de un precepto constitucional; o bien, si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones acabadas de mencionar, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo. b) Si el problema de constitucionalidad referido en el subinciso anterior, entraña la fijación de un criterio jurídico de importancia y trascendencia a juicio de la Sala respectiva. Se entenderá que un asunto es importante cuando de los conceptos de violación (o del planteamiento jurídico, si opera la suplencia de la queja deficiente), se vea que los argumentos (o derivaciones) son excepcionales o extraordinarios, esto es, de especial interés; y será trascendente cuando se aprecie la probabilidad de que la resolución que se pronuncie establezca un criterio que tenga efectos sobresalientes en la materia de constitucionalidad. II. Por regla general, se entenderá que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando: a) Exista jurisprudencia sobre el tema de constitucionalidad planteado;  b) Cuando no se hayan expresado agravios o cuando, habiéndose expresado, sean ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes, siempre que no se advierta queja deficiente que suplir; c) En los demás casos análogos a juicio de la Sala correspondiente.


� Tesis P./J. 22/2014 (10a.), emitida por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, abril de 2014,  tomo I, página 94, de texto: “Mediante la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, el Poder Constituyente Permanente, además de modificar el catálogo formal de derechos que pueden ser protegidos mediante los medios de control de constitucionalidad, buscó introducir al texto constitucional el concepto de derechos humanos con toda su carga normativa, siendo una de sus implicaciones la revisión del estándar jurídico que determina la existencia de una cuestión de constitucionalidad, a la cual se hace referencia en el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como elemento que actualiza la procedencia excepcional del recurso de revisión en el amparo directo. Así las cosas, según se desprende de la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, una cuestión propiamente constitucional se actualiza cuando de por medio se exija la tutela del principio de supremacía constitucional, porque justamente se presenta un conflicto interpretativo de la solución normativa otorgada por la Constitución, en tanto texto normativo, lo cual implica la exigencia de desentrañar el significado de un elemento normativo de dicha norma fundamental mediante el despliegue de un método interpretativo. Así, de un análisis sistemático de la jurisprudencia, se desprende que el principio de supremacía constitucional se desenvuelve en dos concepciones distintas, cada una dando origen a un tipo de cuestión de constitucionalidad: una relativa a la protección consistente del sistema de fuentes y a su principio de jerarquía normativa y otra relacionada con la protección coherente de la unidad de principios objetivos del ordenamiento jurídico, mediante el principio de mayor protección de los derechos humanos. Sobre estas bases, cuando se alega una confrontación entre una ley secundaria y una norma de un tratado internacional que no regule un derecho humano, la confronta de estas normas secundarias es, en principio, una cuestión de legalidad que sólo implica una violación indirecta a la Constitución Federal, debido a que, en el fondo, lo que se alega es una "debida aplicación de la ley" a la luz del principio jerárquico del sistema de fuentes. En ese aspecto, es criterio de esta Suprema Corte que los tratados internacionales se encuentran por encima de las leyes secundarias y, por ende, la solución de su conflicto normativo o antinomia corresponde a una cuestión de legalidad: determinar la forma en que una ley se subordina jerárquicamente a un tratado internacional. Al no concurrir la exigencia de un desarrollo interpretativo de un elemento constitucional, no existe una genuina cuestión de constitucionalidad y el recurso de revisión en amparo directo debe declararse improcedente. No obstante, cuando la confronta entre un tratado internacional y una ley secundaria implique la interpretación de una disposición normativa de una convención que, prima facie, fije las relaciones o posiciones jurídicas, sentido y/o alcance de un derecho humano, debe concluirse que sí existe una cuestión propiamente constitucional, toda vez que cuando se estima que una ley viola un derecho humano reconocido en una convención subyace un juicio de relevancia jurídica fundado en la idea de coherencia normativa. Lo mismo debe decirse cuando se trate de la interpretación de una disposición convencional que a su vez fije las relaciones o posiciones jurídicas, sentido y/o alcance de un derecho humano. Consecuentemente, el escrutinio no se agota en la constatación de la consistencia de las normas entre sí -los criterios relacionales de creación de normas-, sino en verificar la coherencia del orden constitucional como una unidad dotada de sentido protector o promocional de los derechos humanos, el cual se remite a argumentos sustanciales y no a razonamientos de índole formal. En ese sentido, es viable el recurso de revisión en el amparo directo, siempre que se cumplan las condiciones necesarias de procedencia, como es la exigencia técnica de desplegar un método interpretativo del referido derecho humano; es decir, el presente criterio no implica suprimir los requisitos técnicos de procedencia del recurso de revisión en amparo directo, requeridos por la Ley de Amparo y la jurisprudencia de esta Suprema Corte, pues ese supuesto se inserta en los criterios procesales ordinarios”.


� Literalmente el tribunal colegiado sostuvo: “Por otra parte, en cuanto a la manifestación del quejoso de existir un precedente del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal, sin mencionar el circuito, en un amparo indirecto en revisión número 477/2012, asunto donde se consideró una detención prolongada, y cuando sólo habían transcurrido seis horas, se considera que con independencia de que dicho pronunciamiento no obliga a este Tribunal Colegiado, por no haberse emitido por el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y tampoco por el Pleno en Materia Penal del Sexto Circuito o por este Tribunal Colegiado de Circuito, lo anterior, en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo; debe precisarse que el número de horas no es el parámetro para considerarse prolongada una detención, sino que éste debe concatenarse con las circunstancias del caso como son el lugar de la detención, en relación con el lugar donde está la comandancia de los policías, y el lugar donde está la oficina del agente del Ministerio Público en turno ante el cual procede poner a disposición a los detenidos, así como el número de detenidos y objetos asegurados, el tipo de delitos y cualquiera otra circunstancia especial del caso; en consecuencia, y como ya quedó analizado, al no tratarse de una detención prolongada, resulta también infundado que por el motivo aducido, se hubiera restado valor al parte informativo y demás pruebas recabadas con posterioridad a dicha detención (…)”


� (REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 23 DE ENERO DE 2009)Artículo 123.- Inmediatamente que el Ministerio Público, las policías o los funcionarios encargados de practicar en su auxilio diligencias de averiguación previa tengan conocimiento de la probable existencia de un delito que deba perseguirse de oficio, dictarán todas las medidas y providencias necesarias para: proporcionar seguridad y auxilio a las víctimas y testigos; impedir que se pierdan, destruyan o alteren los indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso, así como los instrumentos, objetos o productos del delito; saber qué personas fueron testigos; evitar que el delito se siga cometiendo y, en general, impedir que se dificulte la averiguación, procediendo a la detención de los que intervinieron en su comisión en los casos de delito flagrante y su registro inmediato.


(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974)


Lo mismo se hará tratándose de delitos que solamente puedan perseguirse por querella, si ésta ha sido formulada.


(ADICIONADO [N. DE E. REFORMADO], D.O.F. 10 DE ENERO DE 1994)


El Ministerio Público sólo podrá ordenar la detención de una persona, cuando se trate de delito flagrante o de caso urgente, conforme a lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución y en los términos de los artículos 193 y 194 respectivamente.


� Resuelto en sesión de dieciocho de enero de dos mil doce, por unanimidad de cinco votos, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredin Sena Velázquez. 


� Resuelto por unanimidad de cuatro votos, de los señores ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz en sesión de nueve de noviembre de dos mil once.  


� El asunto se resolvió bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredin Sena Velázquez y Rosalba Rodríguez Mireles. El Ministro Ortiz Mayagoitia votó en contra. 


� El asunto se resolvió por mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea formuló voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y González y Beatriz J. Jaimes Ramos.


� Época: Décima Época, registro: 2003545, instancia: Primera Sala, tipo de tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, materia(s): Constitucional, Penal, tesis: 1a. CLXXV/2013 (10a.), página: 535 


� Este asunto fue resuelto el 6 de noviembre de 2013. Cinco votos por la concesión del amparo de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Mayoría de tres votos por el amparo liso y llano de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Encargado del engrose: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.


� Época: Décima Época, Registro: 2006471, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis Aislada, fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 6, Mayo de 2014, tomo I, materia(s): Constitucional, Penal, tesis: 1a. CCII/2014 (10a.), página: 540 


� Este asunto fue resuelto el cuatro de diciembre de dos mil trece, por cuatro votos de los Ministros: Zaldívar Lelo de Larrea, Cossío Díaz, Gutiérrez Ortiz Mena y Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente), en contra del emitido por el Ministro Pardo Rebolledo. 


� Este asunto fue resuelto el cuatro de febrero de dos mil catorce, por mayoría de tres votos de los Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Cossío Díaz y Sánchez Cordero de García Villegas (ponente). En contra votaron los Ministros Pardo Rebolledo y Gutiérrez Ortiz Mena.  


� Tesis publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, Materias Constitucional y Penal, página 643. Precedente: Amparo Directo en Revisión 3229/2012, resuelto el 4 de diciembre de 2013, por mayoría de tres votos de los Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Cossío Díaz y Sánchez Cordero de García Villegas, con el voto disidentes de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y Pardo Rebolledo, quienes reservaron su derecho a formular voto particular. 


� Época: Décima Época, registro: 2005527, instancia: Primera Sala, tesis aislada, fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 3, febrero de 2014, tomo I, materia(s): Constitucional, Penal, tesis: 1a. LIII/2014 (10a.), página: 643. Precedente: Amparo directo en revisión 3229/2012. 4 de diciembre de 2013. Mayoría de tres votos de los Ministros Zaldívar Lelo de Larrea, Cossío Díaz y Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: Gutiérrez Ortiz Mena y Pardo Rebolledo, quienes reservaron su derecho a formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, José Alberto Mosqueda Velázquez, Javier Mijangos y González, José Díaz de León Cruz, Beatriz Joaquina Jaimes Ramos y Francisco Octavio Escudero Contreras.


� Este asunto fue votado el once de marzo de dos mil quince, por mayoría de cuatro votos de los Ministros: Zaldívar Lelo de Larrea, Cossío Díaz, Pardo Rebolledo (Ponente) y Sánchez Cordero de García Villegas, en contra del emitido por el Ministro Gutiérrez Ortiz Mena (Presidente). El Ministro Pardo Rebolledo se reservó su derecho a formular voto concurrente en cuanto a los efectos.


� Así lo ha entendido la Corte Interamericana de Derechos Humanos: “[…] el Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana en violación del artículo 5 de la Convención Americana”. Cfr. los Casos Loayza Tamayo vs Perú, Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997, párrafo 57; Caso del Penal Miguel Castro Castro vs Perú. Interpretación de la Sentencia de Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de agosto de 2008, párrafo 76; Caso Cabrera García y Montiel Flores vs México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párrafo 133.


� Así lo ha entendido la Corte Interamericana de Derechos Humanos: “Como ya lo ha establecido este Tribunal, una ‘persona ilegalmente detenida se encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se le vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad física y a ser tratada con dignidad’”. Caso Bámaca Velásquez vs Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000, párrafo 150.


� Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho que: “[…] el ‘aislamiento prolongado y la incomunicación coactiva son, por sí mismos, tratamientos crueles e inhumanos, lesivos de la integridad psíquica y moral de la persona y del derecho al respeto de la dignidad inherente al ser humano’”. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs Ecuador. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007, párrafo 171. 


� Al respecto, el tribunal colegiado estimó que en el tiempo que trascurrió entre la detención y la puesta a disposición, se practicaron las diligencias de averiguación previa señaladas en el artículo 123, del Código Federal de Procedimientos Penales. Sin embargo, no refirió si dichas actuaciones se realizaron bajo el mando del Ministerio Púbico, de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 123 Ter, de dicho cuerpo normativo. 


Estas normas disponen:


Artículo 123.- Inmediatamente que el Ministerio Público, las policías o los funcionarios encargados de practicar en su auxilio diligencias de averiguación previa tengan conocimiento de la probable existencia de un delito que deba perseguirse de oficio, dictarán todas las medidas y providencias necesarias para: proporcionar seguridad y auxilio a las víctimas y testigos; impedir que se pierdan, destruyan o alteren los indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso, así como los instrumentos, objetos o productos del delito; saber qué personas fueron testigos; evitar que el delito se siga cometiendo y, en general, impedir que se dificulte la averiguación, procediendo a la detención de los que intervinieron en su comisión en los casos de delito flagrante y su registro inmediato. (REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974) Lo mismo se hará tratándose de delitos que solamente puedan perseguirse por querella, si ésta ha sido formulada. (ADICIONADO [N. DE E. REFORMADO], D.O.F. 10 DE ENERO DE 1994) El Ministerio Público sólo podrá ordenar la detención de una persona, cuando se trate de delito flagrante o de caso urgente, conforme a lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución y en los términos de los artículos 193 y 194 respectivamente.


Artículo123 Ter.- Cuando las unidades de la policía facultadas para la preservación del lugar de los hechos descubran indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso, así como los instrumentos, objetos o productos del delito, en el lugar de los hechos, deberán:�I. Informar de inmediato por cualquier medio eficaz y sin demora alguna al Ministerio Público e indicarle que se han iniciado las diligencias correspondientes para el esclarecimiento de los hechos, para efectos de la conducción y mando de éste respecto de la investigación;�


� Esta idea se recupera de las consideraciones vertidas en el amparo en revisión 2470/2011 y amparo directo 14/2011. 


� Novena época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; tomo XXV, mayo de 2007, materia común; tesis 1ª/J. 56/2007; página 730.





2
37

